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LA SUSCRITA COORDINADORA DEL GRUPO INTERNO DE 
TRABAJO DE TRATADOS DE LA DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍ-
DICOS INTERNACIONALES DEL MINISTERIO DE RELACIONES 
EXTERIORES,

CERTIFICA:
Que, la reproducción del texto que antecede es copia fiel y completa 

de la copia que reposa en el archivo del Grupo Interno de Trabajo de 
Tratados de la Dirección de Asuntos Jurídicos Internacionales del texto 
del “Protocolo Sustitutorio del Convenio Simón Rodríguez”, suscrito en 
Valencia, República Bolivariana de Venezuela, el 23 de junio de 2001.

Dada en Bogotá, D. C., a los treinta (30) días del mes de marzo de 
dos mil doce (2012).

La Coordinadora del Grupo Interno de Trabajo de Tratados
Dirección de Asuntos Jurídicos Internacionales,

Alejandra Valencia Gärtner.
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., 3 de septiembre de 2003
Autorizado. Sométase a la consideración del honorable Congreso de 

la República para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Carolina Barco Isakson.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébese el “Protocolo Sustitutorio del Convenio Simón 

Rodríguez”, suscrito en Valencia, República Bolivariana de Venezuela, 
el 23 de junio de 2001.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 
7ª de 1944, el “Protocolo Sustitutorio del Convenio Simón Rodríguez”, 
suscrito en Valencia, República Bolivariana de Venezuela, el 23 de junio 
de 2001, que por el artículo primero de esta ley que se aprueba, obligará 
a la República de Colombia a partir de la fecha en que se perfeccione el 
vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a los
Presentado al honorable Congreso de la República por la Ministra de 

Relaciones Exteriores y el Ministro de Trabajo.
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Ángela Holguín Cuéllar.
EL Ministro de Trabajo,

Rafael Pardo Rueda.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 3 septiembre de 2003
Autorizado. Sométanse a la consideración del honorable Congreso 

de la República para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Carolina Barco Isakson.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébese el “Protocolo Sustitutorio del Simón Rodrí-

guez” suscrito en Valencia, República Bolivariana de Venezuela el 23 
de junio de 2001.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la 
Ley 7ª de 1944, el “Protocolo Sustitutorio del Convenio Simón Rodrí-
guez”, suscrito en Valencia, República Bolivariana de Venezuela, el 23 
de junio de 2001, que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará 
a la República de Colombia a partir de la fecha en que se perfeccione el 
vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
EL Presidente del honorable Senado la República,

Juan Fernando Cristo Bustos.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Gregorio Eljach Pacheco.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Hernán Penagos Giraldo.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al 

artículo 241-10 de la Constitución Política.
Dada en Bogotá, D. C., a los 17 de diciembre de 2013.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Ángela Holguín Cuéllar.
El Ministerio del Trabajo,

Rafael Pardo Rueda.

LEY 1694 DE 2013
(diciembre 17)

por la cual se modifican normas del Estatuto Tributario y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 872 del Estatuto Tributario, el 
cual quedará así:

“Artículo 872. Tarifa del gravamen a los movimientos financieros. 
La tarifa del gravamen a los movimientos financieros será del cuatro por 
mil (4 x 1.000).

La tarifa del impuesto a que se refiere el presente artículo se reducirá 
de la siguiente manera:

- Al dos por mil (2 x 1.000) en el año 2015.
- Al uno por mil (l x 1.000) en los años 2016 y 2017.
- Al cero por mil (0 x l .000) en los años 2018 y siguientes.

Parágrafo. A partir del 1º de enero de 2018 deróguense las disposi-
ciones contenidas en el Libro Sexto del Estatuto Tributario, relativo al 
Gravamen a los Movimientos Financieros”.

Artículo 2°. Prórroga para deudores PRAN y Fonsa. Modifíquese el 
inciso 1° del artículo 1° y el inciso 1° del Parágrafo 3° del artículo 1° de 
la Ley 1504 de 2011, así:

“Artículo 1°. Los deudores del Programa Nacional de Reactivación 
Agropecuaria, PRAN Agropecuario, de que trata el Decreto número 967 
de 2000, PRAN Cafetero, PRAN Alivio Deuda Cafetera y PRAN Arro-
cero, de que tratan los Decretos números 1257 de 2001, 931 de 2002, 
2795 de 2004 y 2841 de 2006 y los deudores del Fondo de Solidaridad 
Agropecuario- Fonsa, creado por la Ley 302 de 1996, podrán extinguir 
las obligaciones a su cargo, pagando de contado hasta el 31 de diciem-
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bre de 2014, un valor igual a aquel que Finagro pagó al momento de la 
adquisición de la respectiva obligación, descontando los abonos a capital 
que hubiere efectuado el deudor. Esto no implicará una reducción en el 
plazo para el pago de las obligaciones con vencimientos posteriores a 
la citada fecha”.

“Parágrafo 3°. Finagro, o el administrador o acreedor de todas las 
obligaciones de los programas PRAN y Fonsa, deberá abstenerse de 
adelantar su cobro judicial hasta el 31 de diciembre de 2014, término 
este dentro del cual se entienden también suspendidos los procesos que 
se hubieren iniciado, así como la prescripción de dichas obligaciones y 
sus garantías, conforme a la ley civil. Lo anterior sin perjuicio del trámite 
de los procesos concursales”.

Artículo 3°. El Gobierno Nacional, en desarrollo de lo establecido en 
el artículo 91 de la Ley anual de Presupuesto para la vigencia de 2014, 
para la aplicación de la Ley 302 de 1996 podrá incluir nuevas situaciones 
de crisis que se traduzcan en caídas severas y sostenidas de los ingresos 
de los productores, e incorporar nuevos beneficios individuales, inclu-
yendo aquellos que se encuentren integrados en créditos asociativos o 
en alianzas estratégicas, para el Fondo de Solidaridad Agropecuario 
(Fonsa) con un nivel de activos totales que no superen setecientos sala-
rios mínimos legales mensuales vigentes (700 smlmv) incluidos los de 
su cónyuge o compañero permanente, con cargo a los recursos de que 
trata la presente ley.

El Gobierno Nacional podrá diseñar e implementar nuevos mecanis-
mos de crédito, con sus debidos soportes y garantías, para financiar a 

los productores agropecuarios en situaciones de crisis, de acuerdo con 
los parámetros del inciso anterior.

Artículo 4°. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le 
sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,
Juan Fernando Cristo Bustos.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Hernán Penagos Giraldo.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D.C., a 17 diciembre de 2013.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.
El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

Rubén Darío Lizarralde Montoya.

LEY 1695 DE 2013
(diciembre 17)

por medio de la cual se desarrolla el artículo 334 de la Constitución Política  
y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Incidente de impacto fiscal. De conformidad con lo seña-
lado en el artículo 334 de la Constitución Política, el Procurador General 
de la Nación o uno de los Ministros del Gobierno, una vez proferida la 
sentencia o los autos que se profieran con posterioridad a la misma, por 
cualquiera de las máximas corporaciones judiciales, podrá solicitar la 
apertura de un Incidente de Impacto Fiscal, cuyo trámite será obligatorio.

En todo caso, el Ministro de Hacienda y Crédito Público será parte 
dentro del trámite.

Parágrafo. Bajo ninguna circunstancia se podrá invocar la sostenibi-
lidad fiscal para menoscabar los derechos, restringir su alcance o negar 
su protección efectiva.

Artículo 2°. Procedencia. El incidente de impacto fiscal procederá 
respecto de todas las sentencias o los autos que se profieran con poste-
rioridad a la misma, por las máximas corporaciones judiciales, cuando se 
altere la sostenibilidad fiscal, con independencia de la postura que haya 
adoptado dentro del proceso cualquier entidad u organismo de naturaleza 
pública, aun cuando no haya participado dentro del mismo.

Parágrafo. Cuando el incidente de impacto fiscal se solicite respecto 
de una sentencia de revisión, procederá incluso si en el trámite del res-
pectivo proceso ya se había solicitado y tramitado.

Artículo 3°. Competencia. Conocerá del incidente de impacto fiscal la 
Sala Plena de la Corte Constitucional, la Sala Plena de la Corte Suprema 
de Justicia, la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de 
Estado o la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 

Judicatura, de la que haga parte el magistrado de la alta corporación que 
presentó la ponencia de la sentencia o de los autos que se profieran con 
posterioridad a la misma, sobre el cual se solicita el incidente.

Artículo 4°. Partes. Harán parte del procedimiento del incidente de 
impacto fiscal:

1. El solicitante del incidente de impacto fiscal, que podrá ser el 
Procurador General de la Nación o uno de los Ministros de Gobierno.

2. El Ministro de Hacienda y Crédito Público.
3. Los demandantes y demandados dentro del proceso que dio origen 

a la sentencia o a los autos que se profieran con posterioridad a la misma, 
sobre el cual se solicita el incidente de impacto fiscal.

Artículo 5°. Presentación y sustentación del incidente. La solicitud de 
apertura del incidente de impacto fiscal deberá presentarse ante el magis-
trado de la alta corporación que presentó la ponencia de la sentencia o 
auto que se profirió con posterioridad a la misma, dentro del término de 
ejecutoria. Una vez revisado que se haya presentado en término, el juez 
concederá la apertura del incidente dentro de los cinco (5) días hábiles 
siguientes a la solicitud de apertura del incidente.

El incidente se sustentará dentro de los treinta (30) días hábiles si-
guientes al día en que fue concedido, para que decida la Sala Plena de 
la Corte Constitucional, la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, 
la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado o la 
Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, 
según corresponda.

Pasado el término de treinta (30) días hábiles sin que el incidente se 
sustente, se declarará desierto.


